
SALA CONSTITUCIÓN DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICA

REPUBLICA DE COSTA RICA

ACCIÓN DE AMPARO

La suscrita, Laura  Espinoza  Bejarano,  mayor,  casada  una  vez,

educadora indígena Ngäbe (Guaimí), con cédula de identidad número: seis -

trescientos  treinta  y  tres  -  trescientos  noventa  y  ocho,  vecina de Altos  de

Conte, Pavon, Golfito, Puntarenas, doscientos metros al este de la Escuela de

Alto Conte; me presento ante su autoridad juzgadora, a interponer acción de

amparo contra el  Poder Ejecutivo y la Asamblea Legislativa, basando tal

acción en los siguientes fundamentos:

     PRIMERO: Como miembro activo y partícipe de mi comunidad indígena he

seguido los pasos del proyecto de ley que de conformidad con la página oficial

de  la  Asamblea  Legislativa  de  nuestro  país  (http://www.asamblea.go.cr),

presentado por  el  Poder  Ejecutivo  ante este  ente,  proyecto  de Ley que se

tramita  bajo  el  expediente  número:  20.580   denominado  “LEY  DE

FORTALECIMIENTO  DE  LAS  FINANZAS  PÚBLICAS”,  proyecto  presentado  al

plenario al ser las 18:00 horas del día 08/11/2017, mismo que actualmente se

encuentra el debate en el Plenario de la Asamblea Legislativa.



     Este proyecto a diferencia de proyectos anteriores de distinta índole que

han llegado  a  nuestra  ADI  Conte  Burica  (Asociación  de  Desarrollo  Integral

Conte Burica), con el fin de que podamos tomar participación y pronunciarnos

al respecto, situación que no ha ocurrido con dicho proyecto de ley.  

     Es por esta razón que planteo el presente recurso, ya que como ciudadana

y  en  representación  de  nuestra  comunidad  indígena,  tengo  el  derecho  de

pronunciarme  al  respecto.  Tal  y  como  lo  indique  en  el  párrafo  supra,  en

ocasiones anteriores al presidente de la ADI local de la comunidad de Conte, se

le han notificado de distintos proyectos de ley a nivel nacional, en los cuales

nuestra  comunidad  ha  tomado  parte,  planteando  los  pormenores  que

consideramos pertinentes y que nos atañen. Sin embargo cabe destacar que

en esta ocasión y en referencia al proyecto de ley antes dicho, no ha ocurrido

así. 

     Limitando  así  nuestro  derecho  a  la  participación  activa  que  como

comunidad indígena tenemos, en los temas que nos incumben, tal y como lo es

el  proyecto  de  ley  de  la  reforma  fiscal.  Derecho  protegido  tanto  por  la

legislación nacional como por la internacional. No ignora la suscrita que el ente

encargado de velar por los intereses de la comunidad indígena es la Comisión

Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI), sin embargo, en reiteradas ocasiones

he realizado la  consulta  a  miembros  activos  de la  junta  directiva de dicha

comisión,  concretamente  sobre  si  fue  tomada la  CONAI  en  cuenta  para  el



análisis del Proyecto de Ley, o bien si fue notificada de alguna forma o medio,

para que este ente se pronuncie al respecto y tome participación, sin embargo

la respuesta no ha sido clara y más concretamente se me ha indicado que “no

se ha tomado al CONAI en cuenta, ni se le ha pedido su participación respecto

del proyecto de Ley para que este ente se pronuncie al respecto y haga valer

los  derechos  de  nuestra  comunidad,  manifestando  nuestra  postura  en  lo

referente al plan fiscal. ”

     El tema referente a la reforma fiscal que plantea este proyecto de ley, al

igual  que  los  proyectos  antes  consultados  a  nuestra  comunidad  indígena

nacional y a la ADI Conte Burica, nos compete a todos los costarricenses, es

nuestra obligación velar  por nuestros intereses como comunidad indígena y

como ciudadanos de este país, no existe diferencia alguna en el análisis del

este  proyecto  y  proyectos  de  distinta  índole,  motivo  por  el  cual  debió

tomársenos en cuenta, escuchar y analizar cuál es nuestra posición al respecto

del proyecto antes indicado, como ya en ocasiones anteriores se ha realizado.

Se  debe  respetar  el  Convenio  169  de  la  OIT  infra  mencionado  como

fundamento  legal,  resguardando  nuestro  derecho  a  la  partición  libre  de

políticas o leyes y programas que nos conciernan tal y como lo es el caso. 

      Así las cosas actualmente no existe un procedimiento administrativo ni

judicial, en el cual se le haya dado audiencia o traslado al CONAI, donde se le



ponga en  conocimiento  del  proyecto  de Ley  supra  indicado,  para que esta

institución ejerza  el  derecho a la  defensa y  representación  de la  población

indígena nacional,  así  mismo no se ha realizado ningún tipo  de traslado a

ninguna institución que represente los intereses de nuestra población, como

por ejemplo a las ADI de cada territorio indígena a nivel nacional, conforme a

derecho corresponde. Situación que se torna a todas luces discriminatoria y

conculca el derecho a la defensa y respuesta de la comunidad indígena del

país, derecho que en ocasiones anteriores y proyectos  de otra índole si se ha

respetado.           

     Lo anterior sin duda alguna constituye un error en el procedimiento de

análisis  del  proyecto  de ley  antes  indicado,  por  lo  que  al  no  existir  quien

represente  nuestros  intereses  como  comunidad  indígena,  por  no  habernos

notificado para hacer saber nuestra posición al respecto, nos deja en un estado

de vulnerabilidad. Por lo que le solicito a esta sala se pronuncie respecto de la

nulidad que corresponda en el procedimiento del análisis del Proyecto de Ley

ya mencionado. 

     Segundo: Que soy profesora de educación media en el Liceo Rural de Alto

Conte en Conte, Burica, Golfito, Puntarenas, territorio indígena, así mismo soy

indígena de la comunidad de Alto Conte, Pavones, Golfito, Puntarenas, razón

por la cual me siento en la obligación de  plantear el presente recurso, siendo



mi comunidad organizada e interesada por el bienestar tanto de la población

indígena  nacional   como  la  de  todos  los  costarricenses,  me  siento  en  la

obligación de poner en conocimiento a esta sala de la situación en la que nos

encontramos la comunidad indígena, para que esta se pronuncie y haga valer

nuestros derechos, y seamos respetamos como corresponde, y se nos permita

pronunciarnos  respecto  del  este  proyecto  de  ley,  como  ya  en  reiteradas

ocasiones lo hemos realizado y es nuestro derecho.   

      

     Tercero: Fundamento la presente acción de Amparo en el Artículo 33 de

la Constitución Política el cual textualmente indica: 

“Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse discriminación

alguna contraria a la dignidad humana”

Artículos  6  y  7  del  Convenio  169  de  la  OIT  Sobre  los  Pueblos

Indígenas  y  Tribales,  Ratificado  por  Costa  Rica,  artículos  que  cuales

textualmente indican: 

Artículo 6.

1.  Al  aplicar  las  disposiciones  del  presente  Convenio,  los  gobiernos  

deberán:



(a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos 

apropiados y        en  particular  a  través  de  sus  instituciones    

representativas, cada vez que se          prevean medidas legislativas  

o administrativas  susceptibles  de  afectarles  

directamente;

(b) establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados 

puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que 

otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción 

de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos

y de otra índole responsables de políticas  y  programas  que  les  

conciernan;

(c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e 

iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los  

recursos necesarios para este fin.

2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán 

efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, 

con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento  

acerca de las medidas propuestas.

Artículo 7

1.  Los  pueblos  interesados  deberán  tener  el  derecho  de decidir  sus  

propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la  

medida en que éste afecte  a  sus  vidas,  creencias,  instituciones  y  

bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna 



manera, y de controlar, en la medida de lo posible,  su  propio  

desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos 

deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación 

de los           planes y programas de   desarrollo  nacional  y  

regional susceptibles de afectarles directamente.

2. El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de 

salud y educación de los pueblos interesados, con su participación y 

cooperación, deberá  ser  prioritario  en  los  planes  de  desarrollo  

económico global de las regiones  donde  habitan.  Los  proyectos  

especiales de desarrollo para estas regiones  deberán  también  

elaborarse de modo que promuevan dicho mejoramiento.

3. Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se  

efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de

evaluar la incidencia  social,  espiritual  y  cultural  y  sobre  el  medio  

ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener 

sobre esos pueblos. Los resultados de estos estudios deberán ser  

considerados como criterios fundamentales  para  la  ejecución  de  las  

actividades mencionadas.

4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos

interesados,  para  proteger  y  preservar  el  medio  ambiente  de  los  

territorios que habitan.    



     Y demás Leyes concordantes tanto Nacionales como Internacionales y que

hagan valer los derechos de nuestra comunidad indígena.  

    

PRETENSIONES

- Que se declare con lugar la presente acción de amparo en mi favor y en

favor de la Comunidad del Territorio Indígena Nacional de Costa Rica. 

- Que  como medida  precautoria,  se  suspenda  el  análisis  del  proyecto  Ley

20.580  denominado  “LEY  DE  FORTALECIMIENTO  DE  LAS  FINANZAS

PÚBLICAS”, en la la Asamblea Legislativa, hasta que se resuelva el presente

recurso.

- Que se obligue al Poder Ejecutivo y a la Asamblea Legislativa a cumplir con

lo dispuesto en el Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales y

se nos  permita  ser  parte  y  emitir  un criterio  referente  al  proyecto  de Ley

20.580  denominado  “LEY  DE  FORTALECIMIENTO  DE  LAS  FINANZAS

PÚBLICAS”,  mismo  que  sea  tomando  en  cuenta  en  cuanto  al  análisis  del

proyecto ante la Asamblea Legislativa.

- Que se condene al Poder Ejecutivo y a la Asamblea Legislativa, al pago de

las costas de la presente acción. 

NOTIFICACIONES

Señalo  para  notificaciones  los  correos  electrónicos  medio  principal:



lauraespinozabejarano@hotmail.com y  como  medio  alternativo:

aguerokeren@gmail.com 

Favor resolver de conformidad.

Ciudad Neily,  28 de septiembre de 2018.

_____________________

Laura Espinoza Bejarano 

Cédula: 6-333-398.

Autentica: 28060. 
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